El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Proceso

Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones
Radicación Nro.
66001-31-05-005-2015-00149-01

Demandante:

Fernando González Hoyos 
Demandado:

Colpensiones
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:


LA INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA Y LA DEVOLUCIÓN DE SALDOS. “La Ley 100 de 1993 en sus artículos 37, 45, 49, 66, 72 y 78 estableció que cuando los afiliados al Sistema General de Pensiones no puedan acceder a la pensiones de vejez, invalidez o de sobrevivientes previstas en los regímenes de prima media con prestación definida y de ahorro individual con solidaridad, se les reconocerá en su defecto una indemnización sustitutiva o la devolución de saldos respectivamente. Frente a este tema, la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral ha sido pacifica en señalar que la indemnización sustitutiva es una prestación residual frente a la pensión, la cual debe otorgarse únicamente en caso de que el afiliado no cumpla con los requisitos para acceder a la prestación principal, sin que el hecho de que se haya reconocido y pagado equivocadamente la indemnización, impida que se solicite y reconozca la pensión, que es el derecho principal; posición ésta que reiteró en sentencia SL 11042 de 12 de agosto de 2014 radicación Nº 56.331 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo (…) Ahora, si bien en dicha providencia la Alta Magistratura hace el análisis exclusivamente frente a la indemnización sustitutiva y la pensión de vejez prevista en el régimen de prima media con prestación definida, lo cierto es que esas dos prestaciones tienen el mismo fin de la devolución de saldos y la pensión de vejez establecida en el régimen de ahorro individual con solidaridad, es decir, que frente a ese aspecto la postura adoptada por la Corte respecto a la indemnización sustitutiva es idéntica frente a la devolución de saldos, situación ésta que precisamente señaló en sentencia SL 3186 de 18 de marzo de 2015 radicación Nº 46.635.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de marzo de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PROTECCIÓN S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 31 de marzo de 2016, dentro del proceso que le promueve el señor FERNANDO GONZÁLEZ HOYOS, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00149-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Fernando González Hoyos que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 y con base en ello aspira que se condene a la AFP Protección S.A. que reconozca y pague la prestación económica a partir del 14 de marzo de 2011, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Subsidiariamente solicita que se le reconozca la pensión de invalidez, en consideración a que tiene una PCL superior al 50% y tiene cotizadas más de 300 semanas antes del 1º de abril de 1994.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 14 de marzo de 1956; mediante dictamen de 24 de febrero de 2010 proferido por la Compañía Suramericana de Seguros de Vida S.A. se le calificó una PCL del 50.26% de origen común y estructurada el 1º de enero de 2010; la Junta Regional de Calificación de Caldas al resolver el recurso de apelación interpuesto, determinó en dictamen Nº 5076 de 6 de abril de 2010, que tenía una invalidez del 65% de origen común, pero estructurada el 9 de julio de 2007, el cual fue confirmado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en dictamen de 28 de abril de 2011; en su vida laboral ha hecho aportes correspondientes a 1008 semanas y cuenta con una deficiencia del 40%; el 20 de junio de 2011 se le informa que no cumple con los requisitos establecidos en la Ley 860 de 2003, motivo por el que no se le puede reconocer la pensión de invalidez, razón por la que se ordena la devolución de saldos; el 19 de noviembre de 2014 solicita el reconocimiento de la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, misma que fue negada bajo el argumento que se le había reconocido y pagado la devolución de saldos; antes del 1º de abril de 1994 tiene acreditadas 636 semanas de aportes.
Al contestar la demanda –fls.69 a 83- la AFP Protección S.A. aceptó casi todos los hechos relatados anteriormente, menos los correspondientes a la densidad de aportes hechos por el actor en su vida laboral. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada por inexistencia de causa jurídica”, “No hay derecho al reconocimiento de la pensión por parte de Protección S.A., pues se realizó devolución de saldos, y a cuenta se encuentra en cero”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Improcedencia de intereses moratorios” y “Prescripción”.

En sentencia de 31 de marzo de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Fernando González Hoyos cumple con los requisitos establecidos en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, en consideración a que tiene una deficiencia física, psíquica o sensorial superior al 50% y acredita 1007,72 semanas de aportes al sistema general de pensiones, motivo por el que condenó a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 14 de marzo de 2011 en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.062.310, sin que en nada impida el reconocimiento de la pensión que se le haya pagado la devolución de saldos.
Por lo expuesto condenó a la AFP a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 19 de noviembre de 2011 y el 31 de marzo de 2016, la suma de $65.819.825, teniendo en cuenta que las obligaciones causadas con anterioridad al 19 de noviembre de 2011 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción. Al retroactivo pensional se ordenó descontarle la suma de $43.025.663 correspondiente al valor que se le reconoció y pago por concepto de devolución de saldos.

Finalmente condenó a la entidad accionada a que le reconozca y pague al demandante los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 20 de mayo de 2015.
Inconforme con la decisión, la AFP Protección S.A. interpuso recurso de apelación argumentando que al señor Fernando González Hoyos no resulta posible reconocerle la pensión especial de vejez establecida en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, en consideración a que esa entidad le reconoció la devolución de saldos, motivo por el que no se consolido el derecho a la pensión.
Considera que tampoco resulta posible que se le condene a reconocer intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, pues su actuación siempre ha estado revestida de buena fe.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿No tiene derecho el señor Fernando González Hoyos a que se le reconozca la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 por habérsele reconocido la devolución de saldos?

De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a reconocer a favor de la parte actora los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

LA INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA Y LA DEVOLUCIÓN DE SALDOS.
La Ley 100 de 1993 en sus artículos 37, 45, 49, 66, 72 y 78 estableció que cuando los afiliados al Sistema General de Pensiones no puedan acceder a la pensiones de vejez, invalidez o de sobrevivientes previstas en los regímenes de prima media con prestación definida y de ahorro individual con solidaridad, se les reconocerá en su defecto una indemnización sustitutiva o la devolución de saldos respectivamente.

Frente a este tema, la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral ha sido pacifica en señalar que la indemnización sustitutiva es una prestación residual frente a la pensión, la cual debe otorgarse únicamente en caso de que el afiliado no cumpla con los requisitos para acceder a la prestación principal, sin que el hecho de que se haya reconocido y pagado equivocadamente la indemnización, impida que se solicite y reconozca la pensión, que es el derecho principal; posición ésta que reiteró en sentencia SL 11042 de 12 de agosto de 2014 radicación Nº 56.331 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, de la siguiente manera:
“2º) Superado lo anterior, se impone recordar que conforme al criterio de esta Corporación, el reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez, no impide la reclamación judicial de la pensión de vejez cuando el derecho pensional se había consolidado en fecha anterior a la solicitud pensional, habida cuenta que (i) la indemnización sustitutiva es una prestación subsidiaria o residual respecto de la pensión de vejez, es decir, solo procede el reconocimiento de aquella cuando la persona a pesar de tener la edad, no ha cumplido con el número mínimo de semanas y no tiene la posibilidad de seguir cotizando para el riesgo de vejez; (ii) cuando el trabajador cumple con los requisitos mínimos para acceder a la pensión de vejez, ya tiene un derecho adquirido; y (iii) el error de la administradora de pensiones que niega el derecho pensional a pesar de que el peticionario cumple con los requisitos mínimos, no puede generar beneficio alguno en su favor.

 

Así, por ejemplo, en sentencia CSJ SL, 31 ene. 2012, rad. 36637, la Sala apuntó:

 

“No sobra destacar que el hecho de que el Instituto demandado le hubiera reconocido y pagado equivocadamente a la demandante la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez no tiene incidencia alguna en frente de la constitución del derecho pensional con anterioridad a ese momento, dado que la pérdida de eficacia de las cotizaciones por vía del reconocimiento de esta clase de prerrogativas se produce siempre y cuando no se tenga el de la pensión, que es un derecho principal, pues, aparte de que éste ipso facto al cumplimiento de sus exigencias tendrá la connotación de derecho adquirido, lo cierto es que el error del administrador del sistema de riesgos no puede ser fuente de derecho alguno a su favor como para sustraerse al reconocimiento de la prestación y, obviamente, en modo alguno en desmedro del derecho pensional del cotizante o trabajador.”.”.
Ahora, si bien en dicha providencia la Alta Magistratura hace el análisis exclusivamente frente a la indemnización sustitutiva y la pensión de vejez prevista en el régimen de prima media con prestación definida, lo cierto es que esas dos prestaciones tienen el mismo fin de la devolución de saldos y la pensión de vejez establecida en el régimen de ahorro individual con solidaridad, es decir, que frente a ese aspecto la postura adoptada por la Corte respecto a la indemnización sustitutiva es idéntica frente a la devolución de saldos, situación ésta que precisamente señaló en sentencia SL 3186 de 18 de marzo de 2015 radicación Nº 46.635.
EL  CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede por no haber sido objeto de apelación, que: i) El señor Fernando González Hoyos nació el 14 de marzo de 1956, pues así se ve en el registro civil de nacimiento –fl.23- cumpliendo 55 años de edad en la misma calenda del año 2011; ii) La Junta Nacional de Calificación de Invalidez en dictamen Nº 4347166 de 28 de abril de 2011 –fls.30 a 34- determinó que el actor tiene una deficiencia física, psíquica o sensorial equivalente al 40%, sobre un máximo de calificación del 50%, lo que indica que sus deficiencias equivalen a un 80% al reconvertir la calificación máxima en un 100%, deficiencias estructuradas el 9 de julio de 2007; iii) El accionante hizo aportes en toda su vida laboral equivalentes a 1007,72 semanas hasta el año 2002, ya que así lo aceptó la entidad demandada en el hecho décimo de la contestación de la demanda –fls.69 a 83-, y; iv) De acuerdo con lo expuesto el demandante cumple con los requisitos previstos en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003.
Lo que argumenta la parte demandada en la sustentación del recurso de apelación, es que no resultaba posible reconocer la pensión especial de vejez, considerando que, tal y como se ve en constancia de 3 de octubre de 2014, el 7 de julio de 2011 se hizo entrega al señor Fernando González Hoyos la devolución de saldos, no obstante, tal y como se dejó dicho con antelación, la Sala de Casación Laboral ha expresado que tanto la indemnización sustitutiva como la devolución de saldos son prestaciones subsidiarias, que solo son reconocidas cuando el afiliado no puede acceder a las prestación principal, es decir, a la pensiones previstas en el sistema general de pensiones.
Es que nótese que en este caso quedó demostrado que el demandante acredita los requisitos para que se le reconozca la pensión especial de vejez establecida en el reiterado parágrafo 4º de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, habiéndose consolidado este derecho el 14 de marzo de 2011 cuando cumplió los 55 años de edad allí exigidos y ya se había estructurado con antelación la deficiencia física, psíquica o sensorial del 80%, el 9 de julio de 2007 y teniendo acreditadas para ese momento las 1007,72 semanas de aportes al sistema; siendo reconocida la devolución de saldos el 7 de julio de 2011, esto es, 3 meses y 24 días después de haberse consolidado el derecho a la prestación económica principal.
Lo relatado muestra que en este caso el reconocimiento y pago de la devolución de saldos, no puede afectar la obtención del derecho principal a favor del señor González Hoyos, que no es otro que el reconocimiento de la pensión especial de vejez por deficiencia física, psíquica o sensorial superior al 50%, máxime que, como ya se dijo, para el momento en que se reconoció y canceló la devolución, él ya había consolidado el derecho.
Ahora bien, teniendo en cuenta que ese fue el argumento equivocado en el que la AFP Protección S.A. basó su negativa para reconocer el derecho a la pensión cuando fue solicitada la prestación por parte del actor, debiéndose haber reconocido y pagado la pensión dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se produjo la petición, sin que así lo hubiere hecho, no hay lugar a absolver a la entidad demandada del reconocimiento y pago de los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a que fue condenada en el curso de la primera instancia.

En este punto es oportuno mencionar que ninguna inconformidad mostró la AFP Protección S.A. frente a la liquidación de la pensión especial de vejez, ni la fecha de disfrute, así como la fecha a partir de la cual se debían reconocer los intereses moratorios; por lo que no hay lugar a revisar esos ítems en aplicación del principio de consonancia previsto en el artículo 66A del C.P.T. y de la S.S.
Ahora, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 283 del C.G.P., se actualizará la condena concerniente al retroactivo pensional.

Según el siguiente cuadro que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, entre el 1º de abril de 2016 y el 28 de febrero de 2017 se le adeuda al señor González Hoyos la suma de $15.425.532, que sumados a los $65.819.825 reconocidos en el curso de la primera instancia entre el 19 de noviembre de 2011 y el 31 de marzo de 2016, arroja un total por ese concepto de $81.245.357.
Es de recordar, que la a quo también ordenó descontar del retroactivo pensional la suma de $43.025.663 que le fue entregada al actor a título de devolución de saldos, por lo que el retroactivo pensional a reconocer entre el 19 de noviembre de 2011 y el 28 de febrero de 2017 haciendo ese descuento, llega a la suma de $38.219.694.
	RESUMEN LIQUIDACION
	VALOR MESADA ACUMULADA                    (A)
	15.335.768,03

	
	SIN INDEXACION
	 
	 
	0,00

	
	INTERES MORATORIO
	 
	 
	0,00

	
	VALOR TOTAL
	 
	 
	15.335.768,03

	 
	 
	
	
	 
	 
	 
	1
	3

	PERIODO
	Días
	X
	VALOR MESADAS
	VR MESADA
ACUMULADA
	IPC iNI DEL AÑO
	INDEXACION
	% I MORA
MES
	VR INTERESES
DE MORA

	2016-04
	30
	 
	            1.273.259 
	                   1.273.259 
	          131,28 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-05
	30
	 
	            1.273.259 
	                   2.546.518 
	          131,95 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-06
	30
	 
	            1.273.259 
	                   3.819.777 
	          132,58 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-07
	30
	 
	            1.273.259 
	                   5.093.036 
	          133,27 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-08
	30
	 
	            1.273.259 
	                   6.366.295 
	          132,85 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-09
	30
	 
	            1.273.259 
	                   7.639.554 
	          132,78 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-10
	30
	 
	            1.273.259 
	                   8.912.813 
	          132,70 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-11
	30
	 
	            1.273.259 
	                 10.186.072 
	          132,85 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2016-12
	30
	 
	            2.546.518 
	                 12.732.590 
	          133,40 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2017-01
	30
	 
	            1.346.471 
	                 14.079.061 
	          133,40 
	                       -   
	0,00%
	                              -   

	2017-02
	30
	 
	            1.346.471 
	                 15.425.532 
	          133,40 
	                       -   
	0,00%
	                              -   


Así las cosas, se modificarán los ordinales tercero y cuarto de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, con el único fin de actualizar el retroactivo pensional.

Costas en esta instancia a cargo de la AFP Protección S.A. en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual quedará así:

“TERCERO. CONDENAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar a favor del señor FERNANDO GONZÁLEZ HOYOS por concepto de retroactivo pensional causado entre el 19 de noviembre de 2011 y el 28 de febrero de 2017, la suma de $81.245.357.

CUARTO. AUTORIZAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a que descuente del retroactivo pensional causado la suma de $43.025.663 que por concepto de devolución de saldos le había reconocido al accionante.”  

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en un 100%.  

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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